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Abstract

The objective of this study is to determine to what extent limiting the age of criminal responsibility of the adolescent 
offender constitutes the instrument to reduce crimes against property . To achieve the objective, we carried out a 
documentary, qualitative and descriptive investigation, using data from primary sources. In addition, the research is the 
result of an extensive review of journal articles of recognized prestige, such as Taylor & Francis Online, Scopus, Wiley. In 
which it is concluded that the population demands immediate solutions from the authorities in the face of the increase 
in juvenile delinquency. Reducing the age of criminal responsibility is an issue that has great support from the community 
given the incompetence of the State in designing effective Criminal Policies. In this context, the proposal to modify 
paragraph two of article twenty of the penal code is oriented as a solution to hold young people accountable for crimes 
that obtain great public repercussions. Proposing a punitive public policy as an alternative to reduce crimes. Therefore, 
we consider that it would be legally possible to lower the age of criminal responsibility through a proposal to amend the 
penal code. 

Key words: Criminality, public policies, criminal policies, international instruments, crimes against property, legislative 
proposal. 

Resumen

El objetivo del presente estudio es determinar en qué medida limitar la edad de responsabilidad penal del adolescente 
infractor constituye el instrumento para reducir los delitos contra el patrimonio. Para lograr el objetivo, realizamos una 
investigación documental, cualitativa y descriptiva, utilizando datos de fuentes primarias. Además, la investigación es el 
resultado de una amplia revisión de artículos de revista de reconocido prestigio, como Taylor & Francis Online, Scopus, 
Wiley. En la que se concluye que se exige a las autoridades soluciones inmediatas ante el incremento de la delincuencia 
juvenil. La reducción de la edad de responsabilidad penal es un tema que cuenta con gran adhesión de la comunidad 
ante la incompetencia del Estado en diseñar Políticas Criminales efectivas. En este contexto, la propuesta de modificar 
el párrafo dos del artículo veinte del código penal se orienta como una solución para responsabilizar a los jóvenes por 
delitos que obtienen gran repercusión pública. Proponiéndose una política pública punitiva como alternativa para reducir 
los crimines. Por lo tanto, consideramos que sería jurídicamente posible reducir la edad de responsabilidad penal a través 
de una propuesta de modificación del código penal.
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INTRODUCCIÓN 

En la actualidad el incremento de la criminalidad 
que realizan los adolescentes se ha incrementado 
considerablemente, en ese sentido, existe una 
preocupación por la forma en que están siendo 
tratados en el sistema de justicia penal. Aunque la 
capacidad de apreciar la ilicitud de una conducta 
delictiva y distinguirla constituye la base de la 
legislación sobre la edad de responsabilidad 
penal. En atención a ello, en la actualidad existe 
un interés en abordar la posibilidad de ampliar la 
edad de responsabilidad penal de los menores 
que infringen la ley penal. Una de las razones que 
ha despertado el interés en el legislador ha sido 
el incremento de delitos juveniles -delitos contra 
el patrimonio-, sin embargo, la doctrina penal 
mayoritaria y más autorizada no es partidaria de 
rebajar la edad de responsabilidad penal. Ahora 
bien, frente al aumento de la criminalidad por 
delincuentes -adolescentes- la política criminal 
busca implementar importantes reformas legales 
que van desde la reducción de la edad en que 
los menores pueden ser juzgados en tribunales 
penales.  

Al respecto, la sociedad debe estar protegida 
contra conductas delictivas, razón por la cual los 
adolescentes infractores de la ley penal deben 
ser responsables de su comportamiento a medida 
que avanzan hacia la plena responsabilidad 
de los adultos. Bajo esta premisa, el Estado 
mediante el poder coercitivo busca sancionar 
a los adolescentes por su comportamiento 
delictivo como una forma de crear seguridad 
en la ciudadanía. No obstante, criminalizar las 
conductas lesivas de los menores infractores 
podría ir contra los lineamientos establecidos 
por la Convención sobre los Derechos del Niño 
de 1989, tratado de derechos humanos que 
garantiza derechos de los menores y busca que 
los menores infractores de la ley penal deben ser 
tratados de manera diferente a los adultos desde 
el proceso judicial hasta la sentencia.  

Sobre el particular, el sistema legal peruano 
ha establecido que los menores de 18 años se 
encuentran exentos de responsabilidad penal en 
la misma línea, el Decreto Legislativo 1348 señala 
que los menores que se encuentren en la edad 18 
a 14 años serán sancionados por actos delictivos, 
con la salvedad que no se impone una sanción 
penal solo medidas socioeducativas ya que 
según la literatura especializada los infractores 
juveniles no tendrían la madurez suficiente 

para ser considerados personas penalmente 
responsables. Ahora bien, la edad mínima de 
responsabilidad penal no solo busca proteger a los 
menores de toda la fuerza del sistema de justicia 
penal al evitar su enjuiciamiento, sino también, 
supone dar cumplimiento a los compromisos 
internacionales como lo establecido en el 
artículo 40° de la Convención sobre los Derechos 
del Niño de 1989. Es decir, la edad mínima 
de responsabilidad penal proporciona una 
salvaguardia para garantizar que los menores no 
sean penalmente responsables. Sin embargo, el 
incremento de la criminalidad por adolescentes 
infractores ha generado preocupación en las 
autoridades locales. 

Ahora bien, el involucramiento de jóvenes y ado-
lescentes en situaciones delictivas, entre ellos, 
delitos contra el patrimonio constituye un fenó-
meno que ha ganado destaque en las estadís-
ticas criminales. Situación que ha conllevado a 
cuestionar el papel del Estado en formulación de 
políticas públicas sociales como estrategia para 
enfrentar la delincuencia juvenil. Bajo esta premi-
sa, si bien, existe diversidad en la forma en que 
los estados tratan a los menores en conflicto con 
la ley, hay dos enfoques amplios a saber, algunos 
establecen un único umbral de edad por debajo 
del cual se considera que un adolescente no tie-
ne responsabilidad penal y por encima del cual 
puede ser procesado dentro del sistema de justi-
cia penal, que puede incluir tribunales especiales 
de justicia juvenil, por ejemplo, Argentina, Brasil, 
Bolivia, y Uruguay) han adoptado un enfoque con 
una edad mínima de responsabilidad penal que 
oscila entre los 16 y los 18 años, sujetos a medi-
das socioeducativas, situación similar sucede en 
Perú (Bracconi, 2022).

Por otra parte, se debe resaltar que la 
responsabilidad penal constituye el deber 
jurídico de responder por la acción penal que 
recae sobre el agente imputable, contrario sensu, 
la inimputabilidad penal supone que el agente se 
encuentra exento de culpa. Ahora bien, conforme 
a la normativa vigente los adolescentes que 
cometen delitos son considerados personas 
inimputables debido que se considera al menor 
incapaz de comprender la ilicitud del hecho, y 
se encuentra sujeto a medidas de protección 
y socioeducativas. Es decir, la legislación 
peruana considera que los adolescentes, con 
edades comprendidas entre los catorce y los 
dieciocho años, no rinden cuentas, es decir, no 
son responsables de los delitos cometidos de la 
misma forma que los adultos. Así, los adolescentes 
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no cometen delitos, sino infracciones, que 
se sancionan con la imposición de medidas 
socioeducativas, en lugar de penas.  Siendo ello 
así, la norma sustantiva solo ha considerado 
el criterio biológico para ser considerado un 
individuo penalmente responsable de sus actos, 
con una edad mínima de 18 años, no obstante, 
se cuestiona el método empleado, ya que en la 
actualidad el legislador debería adoptar el criterio 
bio- psicológico que permite considerar no sólo 
la edad del individuo, sino también la capacidad 
psicológica (Gonçalves y Santos, 2023).

Sobre el particular, se advierte que los adoles-
centes infractores de la ley penal no cometen 
delitos, sino infracciones, que son sancionables 
con la imposición de medidas socioeducativas, 
en contraposición a las penas, como ocurre con 
los imputables. Tales medidas tienen como obje-
tivo resocializar al adolescente en conflicto con 
la ley y no solo sancionarlo, para que retorne a 
la convivencia armónica en la sociedad y, al mis-
mo tiempo, comprenda la ilicitud de sus actos. 
No obstante, en la actualidad existe evidencia 
abundante en el que los adolescentes están ínti-
mamente involucrados con el crimen organizado 
y delitos contra el patrimonio, por lo que surge 
la primera interrogante si las medidas socioedu-
cativas son lo suficientemente eficaces. Por otro 
lado, las normas vigentes no parecen haber evo-
lucionado al mismo ritmo que la participación de 
los adolescentes en los hechos delictivos, espe-
cialmente en delitos contra el patrimonio, en ese 
sentido, la actualización es sumamente necesa-
ria para evitar el sentimiento de impunidad de la 
población (Apolonio y Casas, 2021). 

De las ideas expuestas, surgen las siguientes 
interrogantes ¿En qué medida reducir la edad de 
responsabilidad penal del adolescente infractor 
constituye el instrumento para controlar el 
incremento de los delitos contra el patrimonio 
? ¿En qué medida limitar la edad mínima de 
responsabilidad penal en el ordenamiento jurídico 
responde a los propósitos de la Convención 
sobre los Derechos del Niño? ¿En qué medida 
modificar la imputabilidad penal a dieciséis años 
en el sistema legal peruano ayudaría a frenar la 
comisión de delitos contra el patrimonio?

El estudio materia de investigación referido a la 
responsabilidad penal del adolescente infractor 
en los delitos contra el patrimonio, resulta impor-
tante ya que permitirá discutir en qué medida re-
ducir la edad de responsabilidad penal del ado-
lescente infractor constituye el instrumento para 

controlar el incremento de los delitos contra el 
patrimonio.  Ese decir se justifica, debido a la dis-
cusión social que este tema ha venido provocan-
do y al interés jurídico que suscita el tema, consi-
derando que la reducción de la mayoría de edad 
traerá cambios en la sociedad en su conjunto. En 
ese sentido, la propuesta de limitar la edad penal 
responde a razones especialmente alarmantes 
de prevención general de los delitos o de defen-
sa social. Por tanto, se discute la necesidad de 
adecuar la legislación penal juvenil a la realidad 
de los hechos que estaría atestiguada no sólo 
por la gravedad de los delitos sino también por 
la utilización de menores de catorce años para la 
comisión de delitos contra el patrimonio. 

Siendo ello así, es indiscutible la participación 
cada vez mayoritaria de los adolescentes en la 
comisión de hechos punibles, situación que con-
lleva a cuestionar el papel del legislador en la 
formulación de políticas criminales para frenar 
la criminalidad juvenil. Por tanto, se ha genera-
do discusiones jurídicas sobre la reducción de 
la edad de responsabilidad penal. Siendo ello 
así, el objetivo general de la investigación impli-
có determinar en qué medida reducir la edad de 
responsabilidad penal del adolescente infractor 
constituye el instrumento para controlar el in-
cremento de los delitos contra el patrimonio y 
como primer objetivo específico, busca analizar 
en qué medida limitar la edad mínima de respon-
sabilidad penal en el ordenamiento jurídico res-
ponde a los propósitos de la Convención sobre 
los Derechos del Niño. Como segundo objetivo 
específico, establecer en qué medida modificar 
la imputabilidad penal a dieciséis años en el sis-
tema legal peruano ayudaría a frenar la comisión 
de delitos contra el patrimonio.

METODOLOGÍA 

En la presente investigación se ha utilizado una 
investigación de tipo básico (Liudmila, 2021) y se 
adoptó una metodología cualitativa, con enfoque 
de análisis temático sirviendo como medio para 
examinar el tema explicativamente (Ludena, 
2021). En ese sentido, este proceso permitió la 
formulación de un enunciado del problema con 
respecto a los fenómenos observados (Islam 
y Faraj, 2022).  Este enfoque adoptó un diseño 
de análisis temático permite una comprensión 
integral (Glanz, et al., 2022). 
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Para concluir, es importante resaltar que 
este estudio se llevó a cabo garantizando el 
cumplimiento de los requisitos éticos necesarios. 
Por lo que, la información que fue objeto de análisis 
fue producida por especialistas en el ámbito de 
estudio, ello con el propósito de enriquecer el 
conocimiento disponible en la literatura dirigida 

a la población (Schutte, et al., 2023). Además, 
los documentos obtenidos se citaron de manera 
adecuada, conforme a las normativas de estilo 
APA, con un respeto riguroso por los derechos 
de autor inherentes a cada pieza de información 
analizada (Aust, 2023). 

Tabla 1 
Número de documentos seleccionados

Documentos N° % 

Examinados 200 100% 

Elegidos 50 25% 

Tabla 2 
Documentos examinados

Fuente Documentos N° % 

Scielo Examinados 200 100% 

Scielo 

Scopus 

TaylosyFrancis 

Online 

 Tabla 3 
Número de documentos incluidos 

Fuente Documentos N° % 

Scielo Examinados 50 25% 

Scielo 

Incluidos

Taylor y Francias 

Online 
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RESULTADOS
 
Respecto reducir la edad de responsabilidad 
penal 
Por su parte, Shu (2021) refiere que la frecuente 
ocurrencia de delitos penales conforme a dere-
cho ha generado enfado y zozobra social, y han 
continuado los llamamientos a la baja de la edad 
de imputabilidad penal. No, obstante, la fijación 
de la edad de responsabilidad penal está rela-
cionada con la evaluación científica multidiscipli-
naria y la discusión racional. De la misma forma, 
Adams y Frost (2023), Indican que bajo la guía de 
la política criminal para hacer frente a la delin-
cuencia juvenil. En el contexto, la aplicación ra-
zonable de medidas educativas y disciplinarias, 
el aumento de las responsabilidades de super-
visión penal de los tutores y el equilibrio entre 
el límite entre castigo y protección son las ideas 
básicas a nivel jurídico para hacer frente a la de-
lincuencia en edades más jóvenes. De igual for-
ma, Li (2023), describe, que la revisión de la edad 
de responsabilidad penal es un gran avance en 
el derecho internacional. Las actuales reformas 
reducen la edad mínima de responsabilidad pe-
nal de 14 a 12 años. En ese sentido, la adopción 
de nuevas regulaciones se da en el marco de 
respuesta legislativa al fenómeno de los delitos 
violentos cometidos por menores, sin embargo, 
existen algunos problemas que vale la pena dis-
cutir en sus disposiciones (Alves, 2023). 

Al comparar estas evidencias Tuomi y Moritz 
(2023), menciona que el derecho penal equilibra 
la protección de la comunidad. La legislación 
australiana vigente aplica la presunción refutable 
de dolo incapaz a los niños a partir de los 10 años 
y luego aplica la responsabilidad penal total 
a los niños a partir de los 14 años. Imponer la 
plena responsabilidad penal a los niños mayores 
es problemático porque no tiene en cuenta 
su desarrollo cognitivo, los factores de riesgo 
sociales y ambientales y su madurez. Extender 
dolo incapaz a los niños mayores es una respuesta 
para abordar los desafíos de la culpabilidad penal 
de los niños mayores, pero no es suficiente para 
proteger a los niños de los daños del sistema 
de justicia penal. De igual manera, Crofts (2018) 
alega que elevar la edad de responsabilidad es 
una cuestión que debe determinar cada estado 
y territorio. Además, muestra que el aumento de 
la edad de responsabilidad penal garantiza que 
los jóvenes se mantengan fuera del sistema de 
justicia penal y que solo se utilicen medidas de 
derecho civil para abordar la delincuencia de 

los menores de ese nivel de edad. Señalando 
que jurisdicciones aquellas de common law que 
han elevado el nivel de edad mínimo (Canadá 
e Irlanda) solo lo han elevado al nivel mínimo 
internacionalmente aceptable de 12 años, 
mientras que otros (Inglaterra e Gales, Nueva 
Zelanda, Hong Kong) todavía se adhieren al nivel 
por debajo de diez. Si una edad mínima de 12 años 
es todo lo que se puede lograr en el clima punitivo 
actual, es importante que la protección que 
actualmente proporciona, aunque débilmente, la 
presunción de dolo incapaz (o sus equivalentes 
legislativos) se mantenga para los jóvenes de 
esta edad hasta los 14 años. Esto debe verse 
como un paso temporal en un viaje hacia un 
nivel de edad mínimo de al menos 14, pero 
preferiblemente 16. Esto está en consonancia 
con la edad en la que los jóvenes asumen otros 
derechos y responsabilidades sociales como se 
comenta en las Reglas de Beijing. Finalmente, 
Faiza et al. (2022), señala que ampliar la edad 
mínima de responsabilidad penal de los niños 
como un esfuerzo para abordar la delincuencia 
juvenil debería partir de la propuesta de 
reducción de la edad mínima de responsabilidad 
penal a 15 años, cambio que se debería basar 
teniendo consideraciones jurídicas, históricas y 
de madurez cognitiva del adolescente.

Respecto a limitar la edad de responsabilidad 
penal y las normas internacionales
Al respecto Lăcrămioara, (2023) comparte una 
perspectiva haciendo referencia a la posible re-
ducción de la edad legal de responsabilidad penal 
en el ordenamiento jurídico peruano, específica-
mente en el caso de delitos contra el patrimonio. 
Al igual que los magistrados y especialistas, plan-
tea la cuestión de si esta medida podría estar en 
contra de las normas internacionales y europeas 
que exhortan a los Estados a privar de la libertad 
a los niños solo como último recurso. Bajo estas 
consideraciones, Cabrera et al. (2023) subrayan 
que la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos del Niño establece que una edad 
de responsabilidad penal inferior a 12 años no es 
aceptable, y recomiendan fomentar una edad mí-
nima de alrededor de 14 a 16 años. Esta posición 
respalda la idea de que reducir la edad de res-
ponsabilidad penal por debajo de estas edades 
mínimas va en contra de las normas internacio-
nales. Por su parte, Pillay (2019) resalta la consi-
derable variación en las edades mínimas de res-
ponsabilidad penal en diferentes países, lo que 
puede resultar en consecuencias dispares para 
niños que cometen delitos similares en diversas 
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partes del mundo, destacando la necesidad de 
establecer estándares más uniformes. Además, 
Mamani et al. (2022) hacen hincapié en que los 
instrumentos internacionales exigen que los Es-
tados establezcan una edad mínima, por debajo 
de la cual se presume que los niños no tienen la 
capacidad de infringir la ley penal, fortaleciendo 
la noción de que la edad de responsabilidad pe-
nal debe ser tratada con precaución. 

Si bien es cierto, en 2012, el Comité de la ONU 
había llegado a una etapa en la que consideró 
que, dado que existen grandes diferencias en 
los niveles de edad entre los Estados partes, 
y algunos Estados tienen edades muy bajas, 
desde 7 u 8 años hasta el encomiable nivel 
alto de 14 o 16, necesitaba dar orientaciones y 
recomendaciones claras respecto de la edad 
mínima de responsabilidad penal (Crofts, 2019). 
En ese sentido un nivel de edad inferior a 12 años 
no es internacionalmente aceptable según el 
Comité de la ONU, destacando que los Estados 
no deberían reducir el nivel de edad a 12 años; 
más bien, deberían ver esto como el mínimo 
absoluto y trabajar para alcanzar niveles de edad 
más altos. Se consideró importante establecer 
una edad mínima más alta, de, por ejemplo, 14 o 16 
años, porque contribuye a un sistema de justicia 
juvenil que, de conformidad con el artículo 40(3)
(b) de la CDN, se ocupa de los niños en conflicto 
con la ley, sin recurrir a procedimientos judiciales 
dichas recomendaciones pone de relieve la 
importancia de elevar el nivel de edad mínima 
de modo que sólo se puedan utilizar medidas 
educativas y de bienestar del derecho civil para 
abordar la delincuencia, en lugar de medidas del 
sistema de justicia pena (Tuomi y Moritz, 2023).

En cuanto al populismo punitivo
Crofts (2019) señala que en la actualidad ha 
habido una amplia cobertura mediática sobre el 
tema del aumento de la edad de responsabilidad 
penal, es decir ha habido llamamientos para 
aumentar la edad mínima de responsabilidad 
penal, bajo esta premisa el autor refiere si bien 
siempre ha habido cierto grado de debate sobre 
si cambiar la edad de responsabilidad penal, 
los llamados a cambiar se han intensificado 
en los últimos años. Por tanto, señala que 
sería factible elevar el nivel de edad mínima de 
responsabilidad penal de su nivel actual de 10 a 
14 o 16 años, pero que un aumento a 12 años sería 
un buen paso que pondría en línea con otros 
países de common law que ya han realizado este 
cambio como Canadá, Irlanda, Escocia. Entre 

los argumentos de aumentar la edad supone 
los compromisos internacionales tales como 
las Reglas mínimas Beijing que establece que 
en aquellos ordenamientos que reconozcan el 
concepto de la edad de responsabilidad penal de 
los menores, el comienzo de esa edad no se fijará 
en un nivel de edad demasiado bajo, teniendo 
en cuenta los hechos de madurez emocional, 
mental e intelectual (Tocto, 2023).

De igual forma, Anton y Tavara, (2022), refieren 
que el legislador cuando ha regulado el límite de 
edad de 18 años, la realidad del país era diferente. 
No obstante, en la actualidad la política criminal 
debe replantear la responsabilidad penal de los 
menores infractores, en ese sentido, el autor 
plantea que probada la madurez intelectual y 
emocional del agente, éste debe ser penalmente 
responsable de los hechos punibles ya que  
los menores son plenamente conscientes de 
sus acciones y la legislación vigente ignora 
sus características, protegiéndolos de las 
consecuencias de sus acciones, razón por la 
cual, proponen modificar la norma sustantiva, 
específicamente el artículo 20.  

De igual forma, Castillo (2021) en su investigación 
muestra que el progreso científico y tecnológico 
moderno se ha convertido en la razón por la 
cual los menores de hoy, a una edad mucho 
más temprana, comienzan a cometer hechos 
punibles que son reprochables por la comunidad. 
En ese sentido, el autor sugiere, para aumentar la 
efectividad en la lucha contra la actividad ilícita 
y delictiva de los menores y la delincuencia en 
general, es necesario revisar el enfoque para 
determinar el contenido de la naturaleza de la 
respuesta del Estado a los delincuentes juveniles, 
con base en un enfoque exclusivamente 
biopsicológico. 

Entonces el populismo criminal en Perú va de 
la mano del derecho penal simbólico, utilizado 
por el parlamento con el objetivo de aprobar 
agendas populistas en el ámbito criminal 
(Múñoz, et al., 2023). El derecho penal surge 
como una solución rápida al problema de la 
creciente delincuencia, basada en el sentimiento 
de inseguridad social agudizado por los medios 
de comunicación. Es decir, el populismo criminal, 
que consiste en utilizar el derecho penal para 
inflamar la ira de la población a través de los 
medios de comunicación, y calmarla mediante 
la promulgación de leyes cada vez más duras, se 
buscan soluciones fáciles a problemas complejos, 
donde la criminalidad nunca se resuelve desde 
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sus causas. En ese sentido, el legislador, en el 
ejercicio de la penalización primaria, utiliza el 
derecho penal para incrementar la protección 
de determinados bienes jurídicos en detrimento 
de otros (Costa, 2023). Sin embargo, respecto 
de estas producciones legislativas, se deben 
observar los criterios rectores que evalúan la 
legitimidad al bien jurídico penal con base en sus 
principios. 

Políticas públicas y punitivas
Faiza et al. (2022) argumentan que modificar la 
edad mínima de responsabilidad penal podría 
contribuir a la disminución de las tasas de 
criminalidad, al tiempo que resaltan la necesidad 
de salvaguardar los derechos y el bienestar de los 
niños involucrados en actividades delictivas. Por 
su parte, Forsberg y Nelander y (2023) llevaron 
a cabo un análisis centrado en la propensión al 
delito en jóvenes de 14-15 años, empleando la 
Teoría de Acción Situacional (SAT), considerando 
factores como la moral relacionada con la Ley y 
la capacidad de autocontrol. Además, Bertolino 
(2021) destaca que, si bien la doctrina penal 
no está completamente unificada en cuanto 
a la reducción de la edad de responsabilidad 
penal, en casos de delitos graves cometidos por 
menores de 18 años, la medida podría justificarse 
para adecuar la legislación penal juvenil a la 
realidad de los hechos y evitar la impunidad. 

En principio, la punitividad se entiende como el 
incentivo para un uso más severo de la facultad 
del Estado de castigar mediante la aplicación de 
penas más severas que las previstas por la ley o 
la creación de leyes más severas (Albino, 2023). 
Como consecuencia de las políticas públicas a 
través de las cuales se materializa esta doctrina, 
normalmente se produce un notable aumento de 
la población carcelaria.

Al respecto, en la actualidad existe una tendencia 
en el parlamento nacional y responsables 
de diseñar las políticas públicas en revisar 
la edad mínima de responsabilidad penal, 
frente al incremento de la delincuencia juvenil 
(Maldonado, 2023). La medida, busca tener un 
efecto disuasorio en los adolescentes infractores 
de la ley penal. Sin embargo, limitar la edad 
mínima de responsabilidad penal, puede ir contra 
los propósitos de las normas supranacionales 
como el artículo 37 de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, ya que si declarados 
culpables, los menores enfrentarían el mismo 
castigo que los adultos (Marques, 2023).

Siendo ello así, Haysom, (2022), refiere que 
los menores de 16 años no tienen la madurez 
suficiente para ser considerados personas 
penalmente responsables. Los niños de esta 
edad no tienen la capacidad de defenderse por 
sí mismos dentro del sistema de justicia penal, 
que está sistemáticamente sesgado en la forma 
en que trata a los delincuentes más jóvenes.

En ese sentido, Elbe, (2022) refiere que el 
derecho penal consiste básicamente en ejercer 
el monopolio estatal de la violencia en la forma 
de castigar a los individuos, lo que constituye 
el medio de poder más poderoso del estado. La 
criminalización es una herramienta para dirigir 
las acciones de los individuos en una dirección 
deseable a través de la presencia de la amenaza 
de castigo de la ley, es decir, la criminalización 
sólo debe utilizarse como último recurso cuando 
no existen medidas alternativas para influir en el 
comportamiento no deseado, lo que en doctrina 
se denomina ultima ratio, no obstante, los delitos 
patrimoniales han experimentado recientemente 
un aumento significativo. No es raro que el 
aumento de la delincuencia se cometa en el 
marco de diversas redes delictivas en las que 
suelen aparecer jóvenes. Existe la preocupación 
de que los jóvenes, especialmente en zonas 
vulnerables, corren un alto riesgo de verse 
involucrados en la comisión de hechos punibles, 
dentro del crimen organizado, por ejemplo, 
es común que los actores criminales mayores 
involucren a personas más jóvenes.  

Igualmente, Berlucchi, et al, (2019), señalan que 
la delincuencia juvenil sigue estando polarizada 
entre políticas de diversa índole, todas ellas 
centradas en el plano social y relacional más 
que en el de connotación jurídico penal, en 
ese sentido, apoyan la iniciativa de adaptar la 
legislación penal juvenil a la realidad de los 
hechos, no obstante, proponen que la regulación 
o la iniciativa legislativa venga  acompañada 
de estudios científicos tales como la psicología 
cognitiva, neurociencia que podría proporcionar 
la primera información estructural de carácter 
neuroanatómico para explicar para qué y cómo 
se produce la maduración de un cerebro desde 
la fase infantil hasta la de la pubertad. 

Politicas criminales y principios que limitan el 
ius puniendi
Dentro de ese marco Silveira y Ghiringhelli, 
(2020) menciona que la política criminal 
represiva basada en el castigo y el sufrimiento 
serían los instrumentos más eficaces para 
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prevenir los delitos violentos y, particularmente 
en lo que respecta a las propuestas para reducir 
la edad de responsabilidad pena, no obstante, el 
argumento excluye la posibilidad de discutir otras 
alternativas que no necesariamente involucran 
prácticas punitivas, como en el caso de la justicia 
restaurativa y justicia terapéutica, que se centran 
en las necesidades de las víctimas y agresores, no 
en la criminalización de los hechos, además este 
razonamiento también ignora el debate sobre el 
papel de la educación y otras políticas sociales 
en la prevención de la delincuencia juvenil, que 
también son alternativas a la idea de castigo. 

Ahora bien, Wong (2023) menciona que la 
discusión sobre la edad de responsabilidad 
penal ha sido una preocupación de los políticos, 
el público y las ciencias jurídicas desde que 
el Código Penal, por un lado están quienes 
reaccionan ante la delincuencia grave de los 
niños con la exigencia de que se posibilite la 
intervención del derecho penal rebajando la 
edad de responsabilidad penal a los 12 años, y 
por otro lado están quienes consideran opciones 
de intervención bajo el bienestar de los jóvenes y 
el derecho de familia sean suficientes y enfatizar 
que el derecho penal no es una bala mágica para 
contrarrestar la delincuencia infantil.  

Mientras que, Beinder (2019) describe que el 
límite de edad para la responsabilidad penal está 
determinado por una parte por la mirada en la 
historia, así como a través otros ordenamientos 
jurídicos, por ejemplo en Inglaterra y Suiza, la 
edad de responsabilidad penal comienza a los 
10 años, los países escandinavos se fija en 15 
años, países como Brasil, Colombia, Perú que 
siguen las reglas de Beijing establen los 18 años 
como responsable penal, no obstante, mientras 
no existen regulaciones supranacionales 
vinculantes: cada sociedad decide por sí misma 
dónde quiere trazar la línea, en el mejor de los 
casos, la decisión se basara en los hallazgos 
de las disciplinas científicas relevantes, en 
particular, la ciencia de la educación, la psicología 
y la criminología. 

En cuanto a los delitos patrimoniales 
En ese sentido, Quispe, et al., (2023), En su 
estudio, señala que de acuerdo a informes 
oficiales de las agencias públicas la 
criminalidad por adolescentes ha aumentado 
constantemente, siendo que la mayoría de los 
delitos cometidos por menores relacionados con 
la propiedad, incluidos principalmente robos y 

hurtos. Además, la mayoría de los ilícitos penales 
juveniles ocurren en áreas públicas como plazas, 
paradas de autobús, estaciones de tren, centros 
de entretenimiento entre otros. Además, refiere 
que la respuesta estatal a la delincuencia juvenil 
en las últimas décadas ha atraído una atención 
considerable. El sistema de justicia juvenil de 
Perú se encuentra en un proceso de reforma y 
mejora, y el sistema todavía sufre problemas 
estructurales, como la gran corrupción, sistema 
de justicia desacreditado, burocracia, tráfico de 
influencias, sistema penitenciario deficiente etc. 

Del mismo modo, Campana, (2020), precisa que 
la criminalidad juvenil es uno de los problemas 
sociales más complejos que enfrenta la sociedad 
peruana. La delincuencia se ha convertido en 
un fenómeno que amenaza el orden social y la 
estabilidad de los ciudadanos. La tendencia 
de los adolescentes más jóvenes a cometer 
delitos juveniles va en aumento, lo que tiene 
consecuencias irreparables para los menores, 
sus familias y toda la comunidad. Debido al 
aumento en la delincuencia, una disminución 
en la edad promedio de los delincuentes puede 
ser la solución al problema, sin embargo, la 
reducción de la edad de responsabilidad penal 
sin estudios criminológicos y de política criminal 
podría suponer infringir normas supranacionales. 

También, Bermúdez, (2023) menciona es su 
investigación, que la delincuencia juvenil es un 
fenómeno de gran complejidad que ha traído 
consecuencias alarmantes para la sociedad, en 
particular para el ámbito de la seguridad. En el 
caso peruano, la delincuencia engloba todos los 
actos que corresponden a infracciones penales 
cuando son cometidos por menores de 18 
años, que están amparados por una legislación 
específica en el ámbito de la protección y la 
intervención judicial. De esta forma, cualquier la 
infracción cometida hasta este límite de edad, 
aun cuando pudiera ser calificada como delito 
a la luz de la ley penal, sólo podrá dar lugar al 
establecimiento de medidas educativas y de 
protección, excluyendo la posibilidad de que un 
niño o joven sea sometido a un proceso penal 
que tiende a conducir a una pena de prisión. En 
ese sentido, el autor concluye que la delincuencia 
juvenil provoca una inseguridad ya que es un 
fenómeno que presenta ciertas especificidades, 
a saber, la edad de sus perpetradores y el 
lugar donde se practica, ya que se encuentra 
mayoritariamente en espacios públicos.
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Argumentos a favor y contra de reducir la edad 
de responsabilidad penal
Al respecto, en el sistema legal peruano los 
menores de dieciocho años son considerados 
inimputables, es decir no pueden ser castigados 
por sus actos delictivos como si fueran adultos. 
En ese sentido, la legislación se orienta hacia un 
carácter más garantista que punitivo. No es nada 
nuevo decir que la criminalidad adolescente 
sigue siendo un problema estructural. Pero en 
la actualidad se advierte la incompetencia del 
Estado en la ejecución de políticas públicas 
necesarias para cumplir con lo que prevé la 
Constitución y los tratados internacionales. Es 
decir, el parlamento nacional y los formuladores de 
políticas criminales buscan encontrar soluciones, 
¿Pero por qué 18 y no cualquier otra edad? 
Esto tiene que ver con la llamada doctrina de 
protección integral, un lineamiento internacional 
creado a partir de la Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño , adoptada por las 
Naciones Unidas en 1989 (Blume, 2023) 

Ahora bien, Lima, (2023) sostiene de manera 
asertiva que el tema de la responsabilidad penal 
es ampliamente discutido en diversos sectores 
de nuestra sociedad, sin embargo, no se debe 
perder de vista que cuando un menor opta por 
participar en el crimen organizado o delitos 
contra el patrimonio, no siempre es por un 
trastorno de personalidad o por pura elección, 
no es una actitud tomada voluntariamente. 
Estas personas son víctimas de la violencia, 
como resultado de las diferencias económicas 
y la desigualdad sociales. El hecho de que los 
jóvenes se encuentren en situaciones de pobreza 
está íntimamente ligado al involucramiento 
de adolescentes y en el narcotráfico, crimen 
organizado y delitos contra la propiedad. En 
ese sentido, opina que la sociedad ha avanzado 
lo suficiente como para que los jóvenes sean 
conscientes de la naturaleza despreciable de 
sus malas acciones. Desafortunadamente, las 
medidas socioeducativas no alcanzan el objetivo 
de reducir la criminalidad, convirtiendo a las 
comunidades donde la impunidad dura hasta 
los 18 años. Pero se debe tener en cuenta que 
los menores son atraídos a acciones delictivas 
por personas que buscan ser inmunes a la 
responsabilidad penal. 

Al respecto, Linhares, (2021) explica respecto a 
la discusión de cambios en la responsabilidad 
penal de los jóvenes, partiendo de la premisa de 
que las sanciones penales sirven para reducir la 
criminalidad. La iniciativa tiene adeptos bajo el 

argumento de que en la actualidad los menores 
adquieren rápidamente madurez intelectual al 
darse cuenta del carácter ilícito de su compor-
tamiento. No obstante, quien no es partidario de 
reducir la edad de responsabilidad penal de 18 a 
16 años, apela que la simple reducción de la ma-
yoría de edad no reduciría la delincuencia, ya que 
sostienen que las medidas educativas, la calidad 
de vida y una vida más digna son las mejores so-
luciones en lugar de reducir la edad de respon-
sabilidad penal. Sin embargo, Engel, (2020) en la 
misma línea, señala que la ciencia no es unánime 
en demostrar que la probabilidad de castigo es 
más eficiente para reducir el crimen que la mag-
nitud del castigo. Los estudios de laboratorio y 
de campo han encontrado efectos pronunciados 
de la magnitud de la pena en la reducción ge-
neral del crimen. Tal estudio compara los efectos 
de la probabilidad y la magnitud de la pena, las 
cifras de delincuencia no son concluyentes. Por 
lo tanto, no corrobora ni refuta la idea de que las 
penas severas producen reducciones en los ín-
dices delictivos. Por otro lado, (Simone y Moura, 
(2020), dan cuenta de la existencia de tres ver-
tientes en relación a la reducción de la mayoría 
de edad de 18 a 16 años. El primero es favorable 
y cree que reducir la edad de responsabilidad 
penal podría sacar de las calles a innumerables 
menores infractores y reducir la violencia social; 
la segunda es contraria y considera que la sim-
ple reducción de la mayoría de edad no reducirá 
la tasa de violencia en la que los menores están 
en conflicto con la ley, y la tercera vertiente cree 
que la mejor forma de reducir la violencia social 
es modificando algunos artículos de la ley. En ese 
sentido, consideramos que reducir la responsa-
bilidad penal debe ser ampliamente discutida an-
tes de ser puesta en práctica.

Por otra parte, Silva, (2023), establece que el 
Estado debe primero evaluar e implementar 
acciones para corregir las desigualdades 
sociales y económicas a las que se encuentra 
sometido los jóvenes, además el autor precisa 
que la reducción de la edad penal no resolvería 
el problema de la participación de los jóvenes 
en acciones delictivas, sin embargo, la sociedad 
exige la reducción de 18 a 16 años de edad, 
debido a los temores sociales sobre los diversos 
delitos contra el patrimonio que cometen los 
adolescentes. 

Por el contrario, Oliveira y Fregapani, (2023), 
precisa que la discusión sobre la reducción de 
la edad de responsabilidad penal ha generado 
debates y opiniones controvertidas. Últimamente, 
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los medios de comunicación o la maquinaria 
mediática ha estado mostrando delitos cometidos 
por menores, generando miedo en la población 
y llevándola a exigir una solución al gobierno de 
turno. No obstante, los defensores de limitar la 
edad de responsabilidad penal sostienen que 
los adolescentes infractores entre 16 y 18 años 
tienen la capacidad cognitiva y autodeterminada 
para discernir el carácter ilícito de los hechos 
que han cometido, es justo decir que deben ser 
debidamente responsables de sus acciones. Por 
lo tanto, lo recomendable sería la aplicación del 
criterio biosociológico, del mismo modo que se 
utiliza para los mayores de 18 años, analizando 
si el agente, en el momento de la conducta, tuvo 
el discernimiento para comprender el carácter 
ilícito del hecho.

DISCUSIÓN 

La edad mínima de responsabilidad penal en las 
familias jurídicas no es uniforme. Hace algunos 
años, la protesta pública en Perú para presionar 
al gobierno a reducir la edad de responsabilidad 
penal. No obstante, no siempre está claro que 
los responsables de la formulación de políticas 
públicas sean plenamente conscientes o tomen 
con mucha seriedad el problema, más aún si 
tenemos en cuenta que el desarrollo de los niños 
se ve influenciado por adversidades como la 
pobreza, la violencia, la inestabilidad familiar, 
las oportunidades de educación en la primera 
infancia y otros problemas sociales.  

Ahora bien, en la actualidad, e legislador, en el 
ejercicio de la penalización primaria, utiliza el 
derecho penal para incrementar la protección 
de determinados bienes jurídicos en detrimento 
de otros. Sin embargo, respecto de estas 
producciones legislativas, se deben observar los 
criterios rectores que evalúan la legitimidad de las 
propuestas ello en razón que diversos problemas 
de criminalidad son abordados mediante 
populismo criminal, que consiste en utilizar el 
derecho penal para inflamar la ira de la población 
a través de los medios de comunicación, y 
calmarla mediante la promulgación de leyes cada 
vez más duras, se buscan soluciones fáciles a 
problemas complejos, donde la criminalidad 
nunca se resuelve desde sus causas.  

En ese sentido, el populismo criminal en Perú va 
de la mano del derecho penal simbólico, utilizado 
por el parlamento con el objetivo de aprobar 
agendas populistas en el ámbito criminal. Es 
decir, el derecho penal surge como una solución 
rápida al problema de la creciente delincuencia, 
basada en el sentimiento de inseguridad social 
agudizado por los medios de comunicación. 

Al respecto, los medios de comunicación ayudan 
a construir la imagen del delincuente y difunden 
la idea de que la pena de prisión es el mecanismo 
punitivo más eficaz para contener el delito, a 
veces evaluado sólo por la opinión pública en 
función de sus resultados simbólicos y políticos. 
Teniendo como resultado políticas legislativas 
con un sesgo más punitivo, reforzando la 
estigmatización de grupos vulnerables y 
difundiendo el discurso que predica el rigor penal 
para satisfacer un primitivo instinto colectivo 
de justicia y venganza. En atención a ello, la 
reducción de la mayoría de edad, que pretende 
modificar el párrafo 2 del artículo 20 del código 
penal, se orienta como una solución ampliamente 
difundida por los medios de comunicación para 
responsabilizar a los jóvenes por delitos que 
obtienen gran repercusión pública. Se propone 
una política pública punitiva, basada en la 
represión penal como alternativa para reducir 
la violencia criminal. En ese sentido, por los 
políticos, sabiendo que este tema es querido 
por la población y ampliamente difundido por 
los medios de comunicación, utilizan esta 
agenda para legitimarse ante una gran parte de 
la población que comparte la misma ideología 
de que reducir la edad de responsabilidad 
penal es una solución y que los adolescentes 
que cometen infracciones no son sancionados 
satisfactoriamente por nuestra legislación. 

Sin embargo, la reducción de la edad de 
responsabilidad penal es un tema profundamente 
controvertido especialmente en relación 
con las circunstancias políticas, biológicas, 
sociales y sociológicas que abarca la cuestión. 
En ese sentido, de acuerdo a la revisión de las 
fuentes primarias se advierte la existencia 
de dos posiciones marcas, una de las cuales 
sería favorable a la constitucionalidad de la 
propuesta de modificación del código penal 
encaminada a reducir el criterio de edad de no-
responsabilidad penal y el otro sería contrario a 
la ejecución de tal medida. Los partidarios de la 



92

inconstitucionalidad entienden que los menores 
de 18 años aún no tienen personalidad plena, 
siendo demasiado jóvenes para hacer frente al 
peso de la sanción penal impuesta por el Estado. 
No obstante, quienes defienden la reducción de 
la edad de responsabilidad penal entienden que 
los adolescentes de hoy tienen una conciencia 
y un comportamiento más maduros, están bien 
informados y tienen mejores condiciones de 
discernimiento.  

Por otro lado, la literatura especializada 
sostiene que la condición actual de los centros 
penitenciarios en el Perú es incompatible con 
los derechos y garantías proclamados en la 
Constitución y en los tratados internacionales 
ratificados por nuestro país, en particular el 
Tratado de Derechos Humanos, que garantiza el 
derecho a la dignidad de la persona humana, la 
prohibición de la tortura y los tratos inhumanos, 
el derecho de acceso a la justicia y los derechos 
sociales a la salud y la educación. En otras 
palabras, parte de la idea que las cárceles no 
tiene la estructura para alojar a adolescentes 
en conflicto con la ley, por el contrario, señalan 
que el sistema penitenciario puede insertar 
permanentemente a los adolescentes en el 
mundo del crimen, privándolos de la oportunidad 
de resocialización e inserción social que deberían 
ofrecer las cárceles (Lama, 2016). 

De igual forma, las literatura es contradictoria 
al señalar que la reducción de la edad de 
responsabilidad penal incumpliría las normas 
internacionales, si bien las Reglas de Beijing y la 
Convención sobre los derechos del niño abordan 
estándares mínimos para la justicia juvenil 
y las cuestiones de maduración y desarrollo 
relacionadas con la capacidad criminal, sin 
embargo, en 2012, el Comité de la ONU había 
llegado a una etapa en la que consideró que, dado 
que existen grandes diferencias en los niveles de 
edad entre los Estados partes, y algunos Estados 
tienen edades muy bajas, desde 7 u 8 años hasta 
el encomiable nivel alto de 14 o 16, necesitaba 
dar orientaciones y recomendaciones claras 
respecto de la edad mínima de responsabilidad 
penal, en ese sentido, ha señalado que los 
Estados no deberían reducir el nivel de edad 
a 12 años, estableciendo una edad mínima 
más alta, de, por ejemplo, 14 o 16 años, porque 
contribuye a un sistema de justicia juvenil que, 
de conformidad con el artículo 40(3)(b) de la 
CDN, dichas recomendaciones pone de relieve 
la importancia de elevar el nivel de edad mínima 

de modo que sólo se puedan utilizar medidas 
educativas y de bienestar del derecho civil para 
abordar la delincuencia, en lugar de medidas del 
sistema de justicia penal.  

Ahora bien, en el ordenamiento jurídico 
peruano los menores de dieciocho años son 
considerados inimputables, es decir no pueden 
ser castigados por sus actos delictivos como 
si fueran adultos. En ese sentido, la legislación 
se orienta hacia un carácter más garantista que 
punitivo (Jiménez y Tejada, 2016). No es nada 
nuevo decir que la criminalidad adolescente 
sigue siendo un problema estructural, pero en 
la actualidad se advierte la incompetencia del 
Estado en la ejecución de políticas públicas 
necesarias para cumplir con lo que prevé la 
Constitución y los tratados internacionales. 
En ese sentido, consideramos que la limitar 
la edad de imputabilidad permitiría abordar 
de manera más efectiva el aumento de la 
criminalidad y la participación de los menores en 
hechos delictivos. Sostenemos que la madurez 
cognitiva de los menores ha evolucionado lo 
que les permitiría entender las consecuencias 
de sus actos. Por último, pese que la mayoría 
de los países adoptan la edad legal de 18 años, 
siguiendo las recomendaciones de las normas 
supra nacionales, sin embargo, la edad varía 
entre las familias de civil law y common law, 
por ejemplo, en Francia:  Los tribunales de 
menores pueden imponer sentencias privativas 
de libertad, pero la legislación establece límites 
de prisión para los jóvenes a fin de garantizar 
que la custodia se reserve para delincuentes 
graves que no responden a órdenes alternativas. 
En Alemania las sentencias actuales en política 
criminal son ambivalentes. De hecho, las edades 
de responsabilidad penal en Europa aún no están 
armonizadas. Por un lado, a la política de reducir la 
edad mínima a diez años en determinados casos, 
como en Inglaterra y Gales y reflexiones similares 
en los Países Bajos, y, por otro, a una política de 
moderación en los países escandinavos. Bélgica, 
la edad de responsabilidad penal sigue siendo 
muy elevada (18 años) y la justicia juvenil sigue 
basándose en una filosofía predominantemente 
protectora. Por el contrario, el Reino Unido y los 
EE. UU. se han asociado tradicionalmente con un 
modelo de justicia y una edad de responsabilidad 
penal baja: 10 años en Inglaterra y Gales y hasta 
6 años en varios estados de los EE. UU. España, 
la ley se aplica a los jóvenes menores de 18 años 
y mayores de 14 años. Italia, El sistema de justicia 
juvenil se refiere a niños y niñas de entre 14 y 18 
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años. Varios países sudamericanos (por ejemplo, 
Argentina, Brasil, Bolivia, Perú y Uruguay) han 
adoptado una edad que oscila entre 16 y 18 años, 
aunque los niños más pequeños podrían estar 
sujetos a medidas socioeducativas que pueden 
incluir la privación de libertad. De lo expuesto, 
tenido en cuenta que la reducción de la mayoría 
de edad que pretende modificar el párrafo 2 
del artículo 20 del código penal se orienta al 
incremento de la criminalidad, al amparo del 
artículo cuarenta y cuatro de la Carta Política 
podemos decir que se trata de una propuesta 
constitucional en ese sentido, sería factible 
reducir la edad de 18 a 16 años. 

CONCLUSIONES

Se concluye que, la reducción de la edad de 
responsabilidad penal es un tema que cuenta 
con gran adhesión de la comunidad ante la 
incompetencia del Estado en diseñar Políticas 
Criminales efectivas. En este contexto, la 
propuesta de modificar el párrafo dos del artículo 
veinte del código penal se orienta como una 
solución para responsabilizar a los jóvenes por 
delitos que obtienen gran repercusión pública. 
Proponiéndose una política pública punitiva 
como alternativa para reducir los crimines. En ese 
sentido, limitar la edad de responsabilidad penal 
de dieciocho a dieciséis años en el marco del 
articulo cuarenta y cuatro de la Carta Política es 
completamente constitucional. En consecuencia, 
no habría obstáculo para una reforma al código 
penal, más aún si se tiene en cuenta que esta 
medida ya es aplicada en otras familias jurídicas 
como el common law. 

Se concluye que de acuerdo a las fuentes 
primarias consultadas la reducción de la edad 
de responsabilidad penal no incumpliría las 
normas internacionales, si bien las Reglas de 
Beijing y la Convención sobre derechos del 
menor abordan estándares mínimos para la 
justicia juvenil teniendo en cuenta cuestiones de 
maduración y capacidad criminal. No obstante, 
el Comité de las Naciones Unidas en el año 
2012 ha reconocido que los Estados partes 
no deberían reducir el nivel de edad a 12 años, 
estableciendo una edad mínima más alta, de, 
por ejemplo, 14 o 16 años ya que contribuye a un 
sistema de justicia juvenil que, de conformidad 
con el artículo 40(3)(b) de la CDN. Ahora bien, 
la mayoría de los países adoptan la edad legal 

de 18 años, siguiendo las recomendaciones de 
la CDN. Pero esa edad varía entre los 12 y los 
21 años, por ejemplo, aquellas jurisdicciones 
del common law han elevado el nivel de edad 
mínimo de 12 años, mientras que otros (Inglaterra 
y Gales, Nueva Zelanda, Hong Kong) todavía se 
adhieren al nivel inaceptablemente bajo de 10 
años. Alemania, 14 a 18 años. Reino Unido y los 
EE. UU, se han asociado tradicionalmente con un 
modelo de justicia y una edad de responsabilidad 
penal baja, 10 años. España, la ley se aplica a los 
jóvenes menores de 18 años y mayores de 14 
años. Italia, El sistema de justicia juvenil italiano 
se refiere a niños y niñas de entre 14 y 18 años. 
En el caso, países sudamericanos (por ejemplo, 
Argentina, Brasil, Bolivia, Perú y Uruguay) han 
adoptado una edad que oscila entre 16 y 18 años. 
Por lo tanto, es factible afirmar que cualquier 
propuesta de modificación a la norma sustantiva 
que reduzca la edad de responsabilidad penal de 
18 a 16 años sería plenamente constitucional, ya 
que esta realidad ya se aplica en otros países de 
habla inglesa. 

En tal sentido, cabe precisar que, existe una 
amplia variedad de perspectivas y argumentos 
en relación a esta controversia. En ese sentido, 
el debate se centra en si la reducción de la 
edad de responsabilidad penal sería efectiva 
para abordar la delincuencia juvenil o si se 
deben priorizar otras medidas socioeducativas 
y de prevención. Si bien. Algunos sostienen 
que los adolescentes de dieciséis años tienen 
la capacidad para comprender la naturaleza 
jurídica de sus acciones y, por lo tanto, deben 
ser responsables de ellas, otros argumentan 
que la reducción de la edad penal no resolvería 
las desigualdades sociales y económicas que 
pueden llevar a los jóvenes a cometer delitos. En 
consonancia con el debate sobre la reducción de 
la responsabilidad penal a dieciséis años, cabe 
destacar que quienes defienden esta postura 
a menudo encuentran sustento en el artículo 
cuarenta y cuatro de la Constitución Política 
de 1993. Bajo esa premisa, se argumentó que 
la reducción de la edad de imputabilidad penal 
podría alinearse con el enfoque de protección 
integral hacia los menores consagrado en la 
Constitución. Esto quiere decir, que la medida 
no se orienta a un castigo desproporcionado, 
sino a una forma de intervención que permita 
guiar a los jóvenes infractores hacia un camino 
de reacción y rehabilitación, atendiendo a su 
desarrollo cognitivo y emocional.
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